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	INFORME

Tema: protección y promoción de los DESC en el contexto de la lucha contra las desigualdades en la recuperación del COVID-19.



	

	

	I) Desarrollo

	2: Increasing social spending, through national and local budgets, for the realization of economic, social and cultural rights (e.g. rights related to health, food, water and sanitation, housing, education, social protection and work); Aumento del gasto social, a través de los presupuestos nacionales y locales, para la ejecución de los derechos económicos, sociales y culturales (por ejemplo, derechos relacionados con salud, alimentación, agua y saneamiento, vivienda, educación, protección social y trabajo). 

En materia de derechos de personas privadas de la libertad:

El 21 de febrero de 2022, al Directorio del Organismo Técnico del Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, presidido por la Secretaría de Derechos Humanos (actual Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos) aprobó por unanimidad la Política Pública de Rehabilitación Social 2022-2025 (PPRS). Esta cuenta con 12 ejes de acción (eje de salud, eje de trabajo, eje de educación, eje social y arraigo, eje de rehabilitación, eje de deporte, eje de cultura, eje de información, eje de infraestructura, eje de recursos humanos, eje de alianzas, convenios y cooperación y eje de adolescentes en conflicto con la ley penal), 65 dimensiones y 308 líneas de acción específicas, que se relacionan directamente con el ejercicio efectivo de los derechos económicos, sociales y culturales de las personas privadas de la libertad. Para la ejecución de la PPRS, se ha fijado un presupuesto anual de 27.407.965,76, dividido por ejes de la siguiente manera:  

· Eje de salud:$ 12.181.590,85

· Eje de trabajo: $ 802.635,00

· Eje de educación: $ 3.530.309,00

· Eje social y arraigo:$ 533.608,98

· Eje de deporte: $$ 67.319,91

· Eje de cultura: $ 520.000,00

· Eje de rehabilitación, eje de información, eje de infraestructura y eje de recursos humanos, eje de adolescentes en conflicto con la ley penal: $ 8.543.164,92

· Eje de alianzas, convenios y cooperación: $ 1.229.337,1

En materia de derechos de la población LGBTI+:

La Subsecretaría de Diversidades obtuvo el dictamen de prioridad del proyecto “Prevención de Violencias y fortalecimiento de capacidades para el acceso al empleo a mujeres y grupos en situación de vulnerabilidad”, por parte de la Secretaría Nacional de Planificación el 20 de enero del 2022 de acuerdo al siguiente detalle: (Código Único de Proyecto-CUP: 50610000.0000.387285; Monto Total: 12.000.000,00 USD). El proyecto de inversión tiene una duración de 4 años (2022-2025), mismo que trabaja por el empoderamiento económico de sobrevivientes de violencias basadas en género y/o discriminación por orientación sexual y/o canon corporal, pues dentro de los objetivos es el reconocimiento interseccional del género y el impacto en las mujeres y personas que desafían el binario (femenino/masculino) y la hetero norma.

Así también, se realizó la “Inclusión de la variable de orientación sexual y/o diversidad sexo genérica en procesos estadísticos con el INEC” (Instituto Nacional de Estadísticas y Censos), que consiste en levantar la encuesta de condiciones de vida de la población LGBTI+, a través del proyecto de “Prevención de las Violencias y Fortalecimiento de Capacidades para el Acceso al Empleo a Mujeres y Grupos en Situación de Vulnerabilidad” , que para tal acción, se suscribió el “Convenio específico de Cooperación Interinstitucional entre la Secretaría de Derechos Humanos – SDH (actual Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos y el instituto Nacional de Estadística y Censos – INEC” con una transferencia de recursos de $ 300.212,44.

3: Addressing structural discrimination in economic planning and budget  decisions; Abordar la discriminación estructural en la planificación económica y las decisiones presupuestarias. 

En materia de derechos de personas privadas de la libertad:

La Política Pública de Rehabilitación Social 2022-2025 (PPRS) es la primera política pública de esta naturaleza en Ecuador que contempla el enfoque de derechos humanos de las personas privadas de la libertad, pues anteriormente se centraba en un enfoque de seguridad. Desde el nombramiento de la Secretaría de Derechos Humanos (actual Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos) como presidencia del Directorio del Organismo Técnico del Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, los esfuerzos se concentraron en modificar ese enfoque y proveer a las personas privadas de la libertad las condiciones adecuadas para promover su verdadera rehabilitación y reinserción social. De esa manera, esta vela por el ejercicio efectivo de los DESC de las PPL (salud, alimentación, acceso al agua, condiciones salubres en los centros de privación de libertad, educación, trabajo, entre otros), conscientes que las personas privadas de la libertad han perdido únicamente su libre movilidad, pero sus demás derechos humanos están intactos y es responsabilidad del Estado velar por su cumplimiento. Esta premisa parte de la Constitución de la República del Ecuador, que establece en su artículo Nro. 35 que las personas privadas de la libertad son un grupo de atención prioritaria, y como tal, el Estado debe brindar las condiciones óptimas para que sus derechos se ejerzan efectivamente. 

Por otro lado, a través del artículo Nro. 51 de la Constitución de la república, se reconoce que las personas privadas de la libertad son sujetos de los siguientes derechos:

1: No ser sometidas a aislamiento como sanción disciplinaria. 

2: La comunicación y visita de sus familiares y profesionales del derecho. 

3: Declarar ante una autoridad judicial sobre el trato que haya recibido durante la privación de la libertad. 

4: Contar con los recursos humanos y materiales necesarios para garantizar su salud integral en los centros de privación de libertad. 

5: La atención de sus necesidades educativas, laborales, productivas, culturales, alimenticias y recreativas. 

6: Recibir un tratamiento preferente y especializado en el caso de las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia, adolescentes, y las personas adultas mayores, enfermas o con discapacidad. 

7: Contar con medidas de protección para las niñas, niños, adolescentes, personas con discapacidad y personas adultas mayores que estén bajo su cuidado y dependencia

Estos derechos se contemplan en la Política Pública de Rehabilitación Social 2022-2025.

En materia de derechos de la población LGBTI+:

Dentro del proyecto “Prevención de Violencias y fortalecimiento de capacidades para el acceso al empleo a mujeres y grupos en situación de vulnerabilidad”, la Subsecretaría de Diversidades mantiene los siguientes componentes de ejecución: 

· 1: Generar capacidades técnicas, administrativas y de modelo de negocio para iniciativas propias de mujeres y población LGTBI+. 

· 2: Establecer planes focalizados de sensibilización con contenidos de prevención de la violencia en cualquiera de sus formas hacia las mujeres, población LGBTI+, niños, niñas y adolescentes. 

· 3: Identificación de las condiciones de vida de la población LGTBI+ a nivel nacional. 

Ejecución de Procesos de Sensibilización a Servidores Públicos en Diversidades Sexo-Genéricas

· Se elaboró la estrategia de sensibilización para el “Levantamiento de información de la población LGBTI+ recluida en los centros de privación de libertad del país”. La sensibilización fue impartida por la Dirección de Política Integral de los Derechos de la Población LGBTI+, para que los diferentes equipos de levantamiento de información tengan las herramientas necesarias para cumplir su objetivo con mayor eficiencia. 

· "Desde adentro: Juntxs contra las violencias y discriminación por orientación sexual, identidad de género y/o canon corporal". 
· “Taller de Sensibilización y capacitación para prevenir la violencia hacia las personas LGBTI+” en planta central y provincias.

5. Adopting budget transparency, accountability and meaningful participation of civil society and other stakeholders;  Adoptar la transparencia presupuestaria, la rendición de cuentas y la participación significativa de la sociedad civil y otras partes interesadas. 
En materia de derechos de personas privadas de la libertad:

Para poder establecer en el diagnóstico de la actualidad en los Centros de Privación de Libertad (CPL) y Centros de Adolescentes Infractores (CAI) y tener un conocimiento de la situación de los derechos humanos y las condiciones de vida en las penitenciarías en lo que respectan los derechos económicos, sociales y culturales, resultó oportuno involucrar a las carteras del Estado que forman parte del Directorio del Organismo Técnico del Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, así como también otras instituciones públicas. La Secretaría de Derechos Humanos convocó a 32 sesiones bilaterales con distintas instituciones públicas que resultaron oportunas para: a) establecer un diagnóstico de la situación en los CPL y CAI; b) obtener elementos para la línea de base a ser utilizada en la PPRS; c) evaluar el involucramiento institucional en las líneas de acciones, dimensiones y ejes; y, d) desarrollar las metas, indicadores y presupuesto. Además, y para ampliar lo recolectado durante las sesiones bilaterales, desde la SDH se sometió, por escrito a las distintas instituciones, la solicitud de mayor información, así como la revisión de los documentos avanzados.

Por otro lado, se realizó una convocatoria para involucrar en el proceso a organizaciones de la sociedad civil, academia y personas defensoras de Derechos Humanos, con el objeto de construir la PPRS de manera participativa. Las personas defensoras de Derechos Humanos y las organizaciones de la sociedad civil con experiencia en materia penitenciaria resultaron fundamentales para tener conocimiento de las necesidades existentes, los servicios y políticas que son de utilidad, y para poner a consideración las propuestas de políticas públicas de rehabilitación social. La participación de investigadores y académicos resultó de utilidad en vista a que el conocimiento desarrollado por dicho sector implica la aplicación del método científico y la mirada crítica, constructiva y evaluativa acerca del deber ser de la rehabilitación social y de los contextos de la privación de libertad y la experiencia carcelaria de las personas privadas de libertad. En total, se realizaron 20 sesiones con personas defensoras de DDHH, personas defensoras de derechos humanos y las organizaciones de la sociedad civil y academia, en las cuales se desarrollaron las propuestas de los ejes, dimensiones y líneas de acción que debería contemplar la PPRS, lo cual a su vez sirvió de base para la discusión con las instituciones públicas rectoras y encargadas de la atención en CPL y CAI.

Las personas privadas de libertad –y sus familiares- constituyen el grupo que de manera más directa se verá impactada y beneficiada por la PPRS. Son ellas quienes mejor conocen lo que en la actualidad les resulta en beneficio, así como las necesidades existentes en términos de acceso al goce efectivo de sus
derechos humanos, según lo establecen la normativa nacional y los estándares internacionales. Es importante tener presente que en los 37 CPL y 10 CAI en el Ecuador, existen diferencias significativas en la estructura de la organización y en dinámicas cotidianas. En vista a esto se debería considerar la amplitud de todas estas diversidades para poder proponer acertadamente una política de rehabilitación social. Se tuvo contacto en 9 ocasiones con las personas que de manera directa e indirecta se ven involucradas por la medida de la pena –sean éstas PPL, familiares, amistades o personas que estuvieron privadas de libertad-, en las cuales se priorizó la escucha de las vivencias, y se recopilaron las principales necesidades, que fueron incorporadas dentro de las líneas de acción, dimensiones y ejes de la PPRS. Desde octubre de 2021, los integrantes del Directorio del Organismo Técnico y el personal técnico encargado de recoger los aportes para la construcción de la PPRS, mantuvieron contacto con al menos 2.600 personas privadas de libertad que han solicitado mantener el anonimato.

Así, la construcción de la Política Pública de Rehabilitación Social consistió en un proceso participativo que culminó con un documento de política pública que incorpora las verdaderas necesidades de las PPL, mismas que deben estar cubiertas para favorecer a los procesos de rehabilitación social.

En materia de derechos de pueblos y nacionalidades:

· Durante los años 2019, 2020, la Subsecretaría de Nacionalidades, Pueblos y Movimientos Sociales de la Secretaría de Derechos Humanos (actual Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos) generó espacios participativos de diálogo, debate, análisis y reflexión sobre la construcción del Estado Plurinacional y la sociedad Intercultural, a través de foros académicos y encuentros territoriales, en coordinación con universidades, instituciones públicas y  organizaciones de la sociedad civil, con el apoyo de la Cooperación Técnica Alemana (GIZ). El resultado fue la publicación del libro: “Estado Plurinacional y Sociedad Intercultural, Políticas y Derechos”, en versión impresa y digital.
· Durante todo el 2020 y en el marco de la pandemia por el COVID 19, la Subsecretaria de Nacionalidades, Pueblos y Movimientos Sociales ha coordinado acciones de articulación interinstitucional, con el Ministerio de Salud Pública, la Dirección de Salud Intercultural, el Ministerio de Inclusión Económica y Social y el Comité de Operaciones de Emergencia, para brindar apoyo y atención a las comunidades de pueblos y nacionalidades afectadas por el COVID 19. Además, generó algunos documentos como: Protocolo de prevención con enfoque intercultural, documento de Saberes ancestrales, botiquín y plan pos pandemia, entre otros.
· La Subsecretaría de Nacionalidades, Pueblos y Movimientos Sociales de la Secretaría de Derechos Humanos (actual Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos) forma parte de la Mesa del Pueblo Afro descendiente de la Comunidad Andina de Naciones (CAN). Como representante gubernamental principal y ha venido coordinando acciones con la participación directa de la sociedad civil del Pueblo Afro descendiente del Ecuador, en la realización del I y II Foro Internacional Afro andino, durante los años 2020 y 2021 (en coordinación con la Cancillería, la Universidad Andina Simón Bolívar y con el apoyo de la Cooperación Técnica Alemana - GIZ).
· Durante el semestre julio-diciembre 2022, la Subsecretaría de Organizaciones Sociales, a través de la Dirección de política pública del Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos, impulsó y desarrolló la Escuela de Formación de Lideresas “Mujeres desde sus propias voces”, dirigida a lideresas de las organizaciones sociales, pueblos y nacionalidades y sectores rurales de las provincias de Esmeraldas, Sucumbíos, Santo Domingo de los Tsáchilas e Imbabura, con el propósito de contribuir al fortalecimiento de las mujeres y sus organizaciones sociales, a través del empoderamiento social,  liderazgo, eliminación de la discriminación, prevención y erradicación de la violencia política, posicionamiento en espacios de toma de decisiones a nivel local, regional y nacional. Este ha tenido un impacto en 120 lideresas certificadas y más de 600 participantes, producto de la réplica.
En materia de derechos de la población LGBTI+:

El Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos, a través de la Subsecretaría de Diversidades, construyó con asistencia técnica de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), el Plan de Acción de Diversidades 2022-2025, mismo que se constituye en la primera herramienta para la creación de política pública a favor de la población LGBTI+ del país. El PAD fue financiado mediante cooperación técnica no reembolsable por la Organización Internacional para las Migraciones (OIM).

Para la elaboración del PAD ha sido fundamental la participación de la sociedad civil y las diferentes instituciones del Estado, que de acuerdo a sus competencias y pericia han participado y entregado aportes, lo cual constituye un impulso fundamental para avanzar hacia la igualdad y no discriminación de todos los ciudadanos dentro del territorio nacional. El PAD además de compilar los derechos que han sido identificados como estratégicos para garantizar la seguridad jurídica de la población LGBTI+, presenta un diagnóstico sobre los problemas a los que se enfrentan las personas LGBTI+ y sobretodo busca que se presenten acciones concretas sobre los cuales es factible construir un acuerdo gubernamental, a través de mecanismos de gestión y seguimiento del PAD. Es decir el PLAN DE ACCIÓN DE DIVERSIDADES LGBTI+ (PAD) 2022-2025, es una herramienta completa para responder a las demandas de personas lesbianas, gays, bisexuales, transgéneros, transexuales e intersexuales; que históricamente han vivido discriminación y violencia por su orientación sexual, identidad y expresión de género. 

Participación ciudadana. -
Para su construcción, se llevó a cabo un diálogo nacional con las organizaciones de la sociedad civil (OSC). Se realizaron 3 foros presenciales financiados por la OIM en Quito, Guayaquil y Cuenca, 3 reuniones presenciales en otras ciudades: Machala, Loja y Portoviejo; y una adicional en Guayaquil. Sumando la participación en estos espacios un total de 117 delegados. 

Articulación Interinstitucional. -
A fin de identificar los avances y vacíos en la respuesta estatal frente a las necesidades específicas de la población LGBTI+, se levantó la línea base a través de información obtenida de las instituciones del Estado, para lo cual se activó la Mesa Permanente para la Construcción de la Política a favor de la Población LGBTI+ conformada actualmente por 28 instituciones.
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